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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de octubre del año  2012 dos mil doce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 340/2012-JN, promovido por el ciudadano José Hugo Muñoz Reyes; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el actor afirmó tuvo conocimiento de los actos impugnados; lo que fue el 19 diecinueve de julio del año que transcurre, sin que de las constancias de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en el requerimiento de pago número 98 PR-2012-00427943 (noventa y ocho espacio PR guión dos-cero-uno-dos guión cero-cero-cuatro-dos-siete-nueve-cuatro-tres) de fecha 27 veintisiete de junio de este año, por la cantidad de $1,421.99 (Un mil cuatrocientos veintiún pesos 99/100 Moneda Nacional); se encuentra acreditada en autos, con la copia al carbón del documento que lo contiene, que se encuentra en el secreto de este Juzgado, y su copia certificada visible en el expediente a foja 4 cuatro; la que fue ofrecida y admitida como prueba, tanto al actor como a las demandadas, merece pleno valor probatorio, por tratarse de un documento público, aunado al hecho de que al contestar la demanda, el Director de Ejecución demandado reconoció haberlo emitido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En razón de lo anterior, se tiene por debidamente probada la existencia del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o 
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sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .


Sentado lo anterior, este Juzgador justiprecia que en el presente proceso, la Directora General de Ingresos demandada, planteó que el acto impugnado en su contra es inexistente, ya que no emitió dicho acto; sino que se advierte que lo emitió únicamente el Director de Ejecución, por lo que señaló que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que sí se actualiza respecto de la Dirección General de Ingresos; pues efectivamente como lo refiere, no existe una declaración unilateral de voluntad de su parte que pudiera conllevar a considerarla un acto administrativo; pues la justiciable expresa de forma concreta que el acto que le atribuye a esa Dirección, no fue emitido por la misma, sino que el requerimiento de pago impugnado lo emitió el señalado Director de Ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al actualizarse una causal de improcedencia, concretamente la establecida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del mismo Código, procede sobreseer el presente proceso administrativo respecto de la Dirección General de Ingresos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo que al no haber planteado las autoridades demandadas ninguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento; en tanto que de oficio, este Juzgador no advierte la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, en cuanto al requerimiento de pago emitido por el Director de Ejecución; es por lo que en consecuencia, es procedente el presente proceso respecto de tal acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo expuesto por la parte actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

a).- Que con fecha 27 veintisiete de junio del presente año, el Director de Ejecución emitió, a cargo del justiciable, el requerimiento de pago número 98 PR-2012-00427943 (noventa y ocho espacio PR guión dos-cero-uno-dos guión cero-cero-cuatro-dos-siete-nueve-cuatro-tres), por adeudo del impuesto predial del periodo que del 2012/02 dos mil doce diagonal cero dos, al 2012/03 dos mil doce diagonal cero tres, por la cantidad señalada en el resultando primero inciso a) de esta sentencia; respecto del inmueble ubicado en la calle Industrial Pamplona número 1 uno 7 siete, de la colonia Industrial Pamplona de esta ciudad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

b).- Tal requerimiento se emitió sin designar al Ministro Ejecutor encargo de notificarlo; por lo que el día 19 diecinueve de julio de este mismo año, sin precisarse quien lo hizo, se notificó dicho requerimiento de pago, pues no se anotó nombre alguno del Ministro Ejecutor y solo se observa una firma en la parte inferior. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Requerimiento de pago que el impetrante del proceso considera ilegal por considerar que no fue debidamente firmado por la autoridad emisora del mismo, pues la firma que se contiene no es original; siendo que debía estamparse la firma autógrafa del Director de Ejecución; lo que implica que no se respetaron los requisitos de validez previstos en el artículo 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; asimismo porque no se realizó debidamente dicho acto, ya que no se señaló Ministro Ejecutor alguno, autorizado por la autoridad emisora, para que le requiriera de pago. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

A lo expresado por el justiciable, el Director de Ejecución demandado, expuso que el acto se emitió con estricto apego a lo señalado en los artículos 136, 137 y 138 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; que se llevó a cabo con las formalidades legales y que no demuestra que la firma no haya sido estampada de su puño y letra. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así pues, lo anterior constituye los puntos controvertidos; por lo que la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del requerimiento de pago número 98 PR-2012-00427943 (noventa y ocho espacio PR guión dos-cero-uno-dos guión cero-cero-cuatro-dos-siete-nueve-cuatro-tres) de fecha 27 veintisiete de junio de este año, por la cantidad de $1,421.99 (Un mil cuatrocientos veintiún pesos 99/100 Moneda Nacional); emitida por el Director de Ejecución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis del único concepto de impugnación expresado por el actor en el punto número 2.- dos del capítulo de hechos de su escrito de demanda; señalando previamente que este Juzgador no advierte incompetencia del Director de Ejecución para emitir el acto 

impugnado y que en el mismo, no se observa ausencia total de fundamentación o motivación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así pues, en el señalado concepto de impugnación expresado por la parte actora, en lo esencial, refirió que:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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“2.- Dicho requerimiento... no se encuentra debidamente firmado... pues del documento que ahora ofrezco como prueba de mi parte... se puede apreciar una firma no en original... El acto impugnado no está firmado debidamente por el C. Director de Ejecución, es decir, no es firma autógrafa”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Agregando en el párrafo final: “Aunado a lo anterior, de igual forma el acto impugnado es ilegal, pues de la propia acta de requerimiento el Ministro Ejecutor no se identificó, pues en la acta citada en el espacio correspondiente.... carece de nombre...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La autoridad demandada, por su parte, al dar contestación a la demanda, sólo refirió en específico que no demostraba el actor que su firma no fuera autógrafa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, analizado el acto impugnado, así como las demás constancias que integran el presente expediente; para este Juzgador el concepto de impugnación planteado por el actor resulta fundado; toda vez que en efecto, en dicho documento no obra la firma autógrafa del Director de Ejecución,  Ingeniero Oscar Ortiz Piña, ya que si bien es cierto que en el propio requerimiento de pago, se aprecia un signo gráfico sobre el nombre del señalado director, cierto es también que dicho signo no fue estampado de puño y letra del demandado; sino que se trata de una impresión por computadora  de tal firma; lo que vulnera sin duda alguna, el requisito formal consistente en que todo acto administrativo debe contener en el texto del documento, la firma autógrafa o electrónica de la autoridad de la que emane, tal y como lo dispone la fracción V del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, toda vez que esa firma no es otra cosa que la manifestación de la voluntad de la autoridad para la emisión del acto. . . . . 

Luego entonces, al no estampar su firma, ya sea autógrafa o electrónica, la autoridad que aparece como emisora y, que además se aprecia a simple vista, que la que calza la orden se trata de una impresión por computadora; se traduce en que existe un vicio en la exteriorización de la voluntad del Director de Ejecución, porque ese signo gráfico es el que le otorga certeza y eficacia a los actos de autoridad ya que constituye la única forma en que puede asegurarse al particular que fue la voluntad de la autoridad emitir dicho acto en los términos a que el mismo se refiere. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a lo anterior, es sabido conforme a la doctrina jurídica, que todo acto de molestia, como lo es el acto impugnado, precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 1).- Que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa del respectivo funcionario; 2).- Que provenga de autoridad competente; y, 3).- Que en los documentos se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento; resaltando que la primera de estas exigencias tiene como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y consecuencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Al caso resultan aplicables, por analogía, las siguientes Jurisprudencias emitidas por los Tribunales del Poder Judicial de la Federación, mismas que establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"FIRMA AUTOGRAFA DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, SU OMISION IMPIDE OTORGAR VALIDEZ AL ACTO. Una resolución determinante de un crédito fiscal en términos de los artículos 3o. y 4o. del Código Fiscal de la Federación debe constar en un documento público que, en términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, debe estar suscrito por un servidor público competente, lo cual sólo se demuestra por la existencia, entre otros extremos, de la firma autógrafa del signante y la falta de este signo gráfico impide otorgar alguna validez o eficacia al oficio relativo, ya que no es posible afirmarle o asegurarle al gobernado que una cierta resolución proviene de una pretendida autoridad dada la ambigüedad e incertidumbre que conlleva el uso de un sello que cualquier persona puede utilizar y estampar en un oficio, cuando que la seguridad jurídica que tutelan los artículos 14 y 16 constitucionales, impone que se demuestre la identidad del emisor para los efectos de la autoría y la responsabilidad que implica el ejercicio de las facultades que a cada autoridad le corresponden." SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. No. Registro: 224,795. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo: VI, Segunda Parte-1, Julio a Diciembre de 1990. Tesis: I.6o.A. J/22. Página: 356. Genealogía:. Gaceta número 34, Octubre de 1990, página 75”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad." Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de noviembre de 1991. Mayoría de 4 votos. Disidente: Carlos de Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo Mendoza Sánchez. Registro No. 206419. Localización: . Octava Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 56, Agosto de 1992. Página: 15. Tesis: 2a./J 2/92 Jurisprudencia Materia(s): Administrativa. . . . 

Asimismo, no es óbice a lo anterior, que señale la autoridad demandada que el actor no demostró de manera alguna que la firma que estampó no fuera autógrafa, pues a dicha autoridad le correspondía demostrar tal hecho; lo anterior conforme al criterio que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
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sostiene en la siguiente Jurisprudencia; en el sentido de que no obstante que es el actor quien sostiene que la firma no es autógrafa, no le corresponde a este demostrarlo, sino a la autoridad: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los actos administrativos, para su validez, deben contener la firma autógrafa de la autoridad competente que los emite. Por otro lado, es principio de derecho que "quien afirma está obligado a probar"; sin embargo, no toda afirmación obliga a quien la hace a demostrarla, ya que para ello es requisito que se trate de afirmaciones sobre hechos propios. Ahora bien, si la actora en su demanda de nulidad plantea que el acto impugnado no cumple con el requisito de legalidad que exigen los artículos 38, fracción V, del Código Fiscal de la Federación y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por no contener firma autógrafa, esta manifestación no es apta para estimar que es a ella a quien corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios, sino únicamente del señalamiento de un vicio que podría invalidar al acto impugnado. En cambio, si la autoridad que emitió la resolución impugnada en su contestación a la demanda manifiesta que el acto cumple con el requisito de legalidad por calzar firma autógrafa, ésta sí constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrar, a través de la prueba pericial grafoscópica, la legalidad del acto administrativo, en aquellos casos en que no sea posible apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa”. Novena Época. Registro: 171171. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXVI, Octubre de 2007. Materia(s): Administrativa. Tesis: 2a./J. 195/2007. Página:   243. Contradicción de tesis 192/2007-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 3 de octubre de 2007. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretarios: Bertín Vázquez González y Javier Arnaud Viñas. Tesis de jurisprudencia 195/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diez de octubre de dos mil siete. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Asimismo, en cuanto a lo argumentado por el actor acerca de que el acto impugnado es ilegal, pues el propio requerimiento de pago carece del nombre del Ministro Ejecutor facultado para requerir de pago al deudor; también es fundado, dicho argumento, pues se viola el principio de legalidad, toda vez que se omitió por completo designar en el requerimiento de pago, al servidor público al que se le encomendó requerir de pago al justiciable; incluso el personal actuante omitió también señalar su nombre en el acta de notificación del requerimiento impugnado; traduciéndose todo ello, a más de lo antepuesto en supralíneas, en que el acto impugnado sea ilegal, al no respetarse los preceptos que regulan el requerimiento de pago al deudor, que son los artículos 93 y 96 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . .

Por lo anterior, al haberse omitido la firma autógrafa o electrónica de la autoridad emisora del requerimiento de pago impugnado, en este caso del Director de Ejecución; así como el nombre del Ministro Ejecutor designado para tal efecto; se incurre en la causal de nulidad prevista en la fracción II del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que el requerimiento de pago número 98 PR-2012-00427943 (noventa y ocho espacio PR guión dos-cero-uno-dos guión cero-cero-cuatro-dos-siete-nueve-cuatro-tres) de fecha 27 veintisiete de junio de este año, por la cantidad de $1,421.99 (Un mil cuatrocientos veintiún pesos 99/100 Moneda Nacional); es ilegal; y, en consecuencia, debe decretarse su nulidad total. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por lo  anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II, y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso, respecto de la Dirección General de Ingresos demandada, con sustento en las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Cuarto de la presente resolución. . . . . . . 

TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en contra del acto emitido por el Director de Ejecución demandado. . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se decreta la nulidad total del requerimiento de pago número 98 PR-2012-00427943 (noventa y ocho espacio PR guión dos-cero-uno-dos guión cero-cero-cuatro-dos-siete-nueve-cuatro-tres) de fecha 27 veintisiete de junio de este año, por la cantidad de $1,421.99 (Un mil cuatrocientos veintiún pesos 99/100 Moneda Nacional); atendiendo a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

